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La reforma del mercado de trabajo

El mercado laboral español afronta un serio desafío 
ante la tasa de desempleo que asola al país. Mientras 
la recesión continúe, la situación tiene difícil solu­
ción, pero sería necesario aprovechar este tiempo 
para actualizar el marco institucional del mercado 
laboral para facilitar la creación de empleo y elevar, 
al mismo tiempo, su calidad una vez que la coyuntu­
ra comience a mejorar.

Los retos del mercado laboral pueden circunscri­
birse a dos. A corto plazo, hay que acelerar la crea­
ción de empleo. A medio plazo, el mercado laboral 
deberá ser más estable y eliminar los nichos de in­
equidad derivados de la cronificación de la contrata­
ción temporal. No se puede olvidar tampoco la rela­
tivamente reducida tasa de participación femenina, 
que supone un lastre adicional para converger con el 
resto de Europa en todos los indicadores de empleo.

El gobierno del PP ha respondido a ambas cues­
tiones con una reforma que hace recaer sobre el tra­
bajo el conjunto de los costes de la flexibilidad intro­
ducida. En su reforma, el gobierno conservador 
amplió los mecanismos de flexibilidad interna en el 
seno de las empresas para facilitar opciones de ajus­
te alternativas al despido, si bien ha dejado en último 
caso la responsabilidad de las decisiones en manos 
de la empresa. De este modo, si bien amplió el espa­
cio de maniobra para la adaptabilidad de las empre­
sas a las condiciones del mercado, lo hizo transfi­
riendo todo el poder a la empresa, permitiendo 
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además la toma de decisiones unilaterales. Asimis­
mo, situó en primer lugar de jerarquía el convenio de 
empresa, allí donde el peso de los trabajadores es 
menor, fortaleciendo el carácter monopsonista del 
mercado de trabajo.

Pero, además, esta aproximación se combinó con 
una reducción notable de los costes de despido, tanto 
los económicos como los no económicos. De este 
modo, no sólo se fortaleció el poder de la empresa en 
la mesa de negociación, ante potenciales disputas en­
tre las partes al facilitar los mecanismos de flexibili­
dad interna que pueden ser implementados en últi­
mo término de manera unilateral por la empresa, 
sino que además la reducción de los costes de despido 
ha amplificado aún más la capacidad de presión de la 
empresa en las propias negociaciones, ante la cre­
ciente facilidad para implementar ajustes externos.

Así pues, es obvio que el gobierno intenta afron­
tar los problemas del mercado laboral formulando 
una respuesta que supone de facto un golpe al equi­
librio de las relaciones laborales y una precarización 
del empleo. Esta reforma, pues, no mejora la flexibi­
lidad del mercado laboral para perfilar un patrón de 
crecimiento de mayor valor añadido, sino que garan­
tiza la supervivencia y el futuro de un modelo basado 
en bajos salarios y baja productividad.

Frente a esta reforma existen distintas opciones 
a valorar. Hay quien defiende una vuelta al marco 
regulatorio previo a la reforma, considerando que el 
problema de la temporalidad reside no en los costes 
diferenciales del despido sino en el modelo de creci­
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miento sesgado hacia actividades con reducida pro­
ductividad o bien en cuestiones «culturales» del 
empresariado español. Bajo esta argumentación, el 
patrón de crecimiento exigiría el abuso de la contra­
tación temporal, así que la solución pasaría por revi­
sar la estructura subyacente de la economía para 
reorientarla a través de estímulos públicos. Asimis­
mo, los empresarios españoles tendrían una reduci­
da capacidad para entender las bondades de la con­
tratación indefinida debido a una barrera cultural 
infranqueable. En ambos casos, con esta argumen­
tación, no habría ningún problema sustancial con la 
diferencia entre los costes de despido de la contrata­
ción temporal y de la indefinida. Por ello, dado que 
la rotación eleva los pagos por desempleo, sería con­
veniente subir también las contribuciones a la Segu­
ridad Social en este tipo de contratos, pudiendo 
mantener constantes los costes agregados, dado que 
tal incremento podría financiar una rebaja de las co­
tizaciones de los contratos indefinidos. Esta pro­
puesta suele ir acompañada de la vuelta al modelo 
de negociación laboral en el marco de las provincias 
y los sectores.

Sin embargo, esta línea de reforma, que supone 
volver al marco regulatorio de la burbuja con algu­
nos retoques, no lograría revitalizar la situación del 
mercado laboral ni evitar después la segmentación 
entre temporales e indefinidos. Este camino, pues, 
no responde adecuadamente a una apuesta progre­
sista. En primer lugar, esta visión olvida que la regu­
lación del mercado laboral y la estructura económica 
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son endógenas, es decir, se deciden conjuntamente. 
El marco laboral tiene una incidencia directa sobre 
el modelo de crecimiento. Si operar en sectores con 
baja productividad resulta más lucrativo que invertir 
en nuevas actividades, dados los reducidos costes la­
borales gracias al uso intensivo de la contratación 
temporal, parece obvio que las fuerzas del mercado 
conducirán la estructura hacia tales actividades. En 
la misma medida, si el marco de fijación de condicio­
nes laborales se determina en el escenario provincial, 
las compañías ya insertas en el territorio pueden com­
portarse estratégicamente en esas negociaciones, blo­
queando la entrada de nuevas empresas. Además, la 
homologación de condiciones laborales evita el flujo 
de información hacia los trabajadores, lo que dificul­
ta su elección profesional entre aquellas empresas 
con peores o mejores perspectivas. Toda esta oculta­
ción de las señales de mercado dificulta la reorien­
tación permanente del modelo de crecimiento, cola­
borando en la cronificación de estructuras productivas 
caducas. Sin duda, el marco laboral no es el único 
determinante del modelo de crecimiento. Por ejem­
plo, la regulación del crédito supone otro canal que 
ha conducido la financiación hacia la actividad in­
mobiliaria en los años previos a la crisis. Pero, en 
todo caso, la regulación del mercado laboral debe ir 
acorde con el nuevo patrón de crecimiento que se de­
sea conseguir. 

En segundo lugar, recuperar el diferencial en los 
costes de despido entre la contratación temporal e 
indefinida, unido a un incremento relativo de las 
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contribuciones sociales de los primeros, no supone 
un cambio significativo respecto al sistema previo. 
Es cierto que ese incremento de los pagos de la con­
tratación temporal a la Seguridad Social podría re­
ducir la proporción de equilibrio entre estos empleos 
y los indefinidos, pero parece difícil que los conduzca 
al promedio europeo. El diferencial de los costes de 
despido no sólo seguiría siendo notablemente supe­
rior a la media de nuestro entorno, sino que acabaría 
influyendo con gran potencia sobre la decisión del 
tipo de contrato. Esta presión mantendría en la con­
tratación temporal a gran parte de los trabajadores, 
especialmente a jóvenes y mujeres, bajo la expectati­
va de difícil cumplimiento a la vista de la evidencia 
de pasar algún día al mercado de los contratos inde­
finidos. Un diferencial tan importante en los costes 
de despido entre los empleos temporales e indefini­
dos supone, pues, mantener bolsas de exclusión y 
atenta contra la igualdad de oportunidades. 

Por lo tanto, sería oportuno arbitrar un modelo de 
contratación que no permitiera la decisión discrecio­
nal de la empresa a la hora de mantener a trabajado­
res en la precariedad permanente. En este sentido, se 
ha venido discutiendo la posibilidad de consolidar la 
mayor parte de contratos en un modelo único con cos­
tes de despido creciente, bajo dos esquemas en fun­
ción de si el despido es procedente o improcedente. 

Esta propuesta, que se conoce como «contrato 
único», ha generado un notable debate. De algún 
modo, una parte de la izquierda estima que tal con­
trato supone la temporalización de todas las relacio­
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nes laborales. Es decir, bajo el contrato único todos 
los trabajadores tendrían un mismo modelo contrac­
tual con costes de despido crecientes, pero cuyo inicio 
sería con costes similares a la contratación temporal. 
Esta valoración está paralizando una propuesta que 
sería muy positiva para romper la relación entre in­
definidos y temporales, si bien presenta otros riesgos 
adicionales. 

Sin embargo, existe una opción alternativa que 
puede aunar las bondades del contrato único, elimi­
nando los costes de la universalización de la contrata­
ción temporal. La propuesta supondría la confluencia 
de todos los modelos de contrato temporal, en este 
caso sí, en un contrato único que debería convivir con 
un contrato indefinido. El contrato temporal tendría 
unos costes de despido crecientes en el tiempo y no 
tendría una limitación temporal definida, al estilo de 
los actuales contratos por «obra y servicio». Junto al 
incremento temporal de los costes de despido marca­
do por ley, en las negociaciones de los convenios ha­
bría que delimitar también el proceso de asimilación 
gradual del resto de condicionantes de este tipo de 
contrato temporal al modelo estándar indefinido.

De este modo, este tipo de contrato temporal úni­
co eliminaría efectivamente el momento crítico para 
evaluar la permanencia o no de un empleado en la 
empresa y sería útil también para aquellas relaciones 
laborales efectivamente temporales, en la medida 
que a corto plazo no incorpora ningún problema adi­
cional sobre los actuales contratos. Así pues, aunque 
temporal, el contrato tendría vocación de indefinido 
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y a medio plazo consolidaría con las mismas condi­
ciones que los contratos permanentes. 

Por todo ello, el marco regulatorio propuesto man­
tendría dos tipos de contrato, uno indefinido y otro 
«temporal», con un diferencial de los costes de despi­
do menor, en la medida que el coste de despido del 
contrato indefinido, en cualquiera de los escenarios, 
debe converger con los del promedio europeo, y en el 
caso de los contratos temporales tal coste se incre­
menta con el tiempo de permanencia en la empresa. 
En el corto plazo, el contrato temporal tendría unos 
costes de extinción muy reducidos permitiendo su 
uso desde un punto de vista netamente temporal, 
pero su desarrollo ordinario facilitaría el trasvase de 
los trabajadores de un mercado al otro. Así, los costes 
de despido y el resto de condiciones diferenciales con 
los indefinidos pactadas en convenio se irían homolo­
gando entre ambos tipos de trabajadores de manera 
paulatina, evitando la ruptura de la actual división 
entre contratos temporales e indefinidos.

Esta reforma podría ir acompañada del ya citado 
recargo adicional sobre la contratación temporal en 
las cotizaciones de la Seguridad Social, si bien su 
peso debería ir reduciéndose también de manera 
paulatina hasta converger con la tributación de los 
contratos indefinidos. Este recargo podría financiar 
el desarrollo de un «fondo austríaco», que sirviera 
para dinamizar la reforma del seguro de desempleo y 
mejorar la dotación de las políticas pasivas y activas. 
Bajo este sistema, empresa y trabajador aportarían 
una parte del salario a un fondo personal, que no se 
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extingue con el cambio de trabajo, tal y como ocurre 
con el derecho al coste del despido, que actualmente 
funciona como un coste contingente. Además, el con­
trato con costes de despido crecientes genera ceteris 
paribus un desincentivo a la movilidad, dado que aun 
cuando los empleados pierden la antigüedad cuando 
cambian de manera voluntaria de empleo, no sólo 
pierden el stock de días de cómputo en caso de despi­
do, sino que empiezan de nuevo con muy pocos días 
devengados por año de trabajo. Por este motivo, este 
tipo de contrato podría completarse con un «fondo 
austríaco» que elimine esta restricción nociva a la 
movilidad. 

Por su parte, la negociación colectiva no debería 
retrotraerse al marco provincial y sectorial. Este sis­
tema de negociación supone una barrera a la entra­
da, dificulta la reorientación permanente del modelo 
de crecimiento y no facilita la flexibilidad en el se­
no de las empresas, que, en todo caso, debe ser nego­
ciada y no impuesta. Ahora bien, si no es deseable 
retornar al modelo previo que contribuyó a las diver­
gencias entre productividad y salarios, tampoco lo es 
el nuevo esquema de la negociación colectiva tras la 
reforma del PP. 

Una opción a discutir pasaría por mantener el 
peso prioritario del convenio a nivel de empresa jun­
to a un apoyo institucional para facilitar y respaldar 
la acción sindical en ese mismo nivel, con la existen­
cia de un convenio nacional sectorial en todo caso 
como última referencia. La flexibilidad de los conve­
nios de empresa es vital, pero también lo es garanti­
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zar la interlocución de trabajadores y empresas en la 
negociación a ese nivel. Así pues, sería necesario im­
pulsar una revisión del marco regulatorio que facili­
tara la representación sindical, permitiendo unos 
procesos de negociación equilibrados entre las par­
tes. En este sentido, la ultraactividad de los conve­
nios debería estar acordada en los propios convenios. 

Por todo ello, habría que evitar la vuelta al mode­
lo provincial para sentar un sistema con un convenio 
nacional-sectorial de fondo con la apertura a las ne­
gociaciones de convenios de empresa, donde se pue­
dan implementar medidas de apoyo que mejoren la 
interlocución de representación de los trabajadores, 
eliminando asimismo la capacidad de decisión uni­
lateral de la empresa.

En otro campo de reformas, el país necesita una 
revisión de las políticas pasivas y activas de empleo. 
Por una parte, el seguro de desempleo debería cami­
nar hacia un modelo con una mayor tasa de reposi­
ción en la prestación respecto al salario en los prime­
ros meses y una senda decreciente continua en el 
tiempo. En todo caso, el modelo puede diseñarse 
para ser fiscalmente neutro. Además, habría que me­
jorar el componente redistribuidor del seguro de 
desempleo. En este sentido, sería razonable mejorar 
los períodos de protección y la generosidad del mo­
delo para aquellos trabajadores desempleados en 
edades avanzadas, cuya reincorporación al mercado 
laboral fuera más compleja.

Por otra parte, las políticas activas necesitan re­
visar notablemente su financiación y su modelo de 
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organización. Esta reforma continúa siendo una ta­
rea pendiente en el modelo laboral español. El país 
debería hacer un esfuerzo presupuestario ingente 
para focalizar una mayor porción del presupuesto 
nacional en las políticas activas de empleo. Una po­
sible línea de financiación debería proceder de la eli­
minación de la mayor parte de las bonificaciones a la 
contratación. Estas políticas no alteran en absoluto 
el nivel global de empleo, de modo que sólo sirven 
para influir en el perfil de la contratación pero en 
ningún caso la motivan. Estas bonificaciones han 
acabado siendo una subvención gratuita a las em­
presas. Una eliminación de casi todas estas bonifica­
ciones, que quedarían sólo para colectivos con serios 
problemas de acceso al empleo, permitiría financiar 
una redoblada apuesta por las políticas activas. Pero 
no sólo habría que potenciar la financiación de las 
políticas activas, sino también revisar su modelo de 
funcionamiento, buscando vías adicionales para me­
jorar la calidad de los itinerarios formativos y de ase­
soramiento personalizado.

En otro orden de cosas, sería necesario encua­
drar la reforma de las políticas activas y pasivas de 
empleo en el marco de una apuesta europea para ar­
monizar las regulaciones nacionales e impulsar una 
normativa comunitaria que facilite la movilidad de 
los trabajadores, al menos, en el seno de la eurozona.

Asimismo, las políticas laborales deberían incor­
porar una visión de género, destinada a elevar la tasa 
de participación de la mujer, que en España aún se 
sitúa por debajo del resto de Europa. Las medidas 
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comentadas previamente dirigidas a combatir la 
precariedad tendrían un efecto directo a este respec­
to, dado que las mujeres vienen sufriendo en mayor 
medida la temporalidad. También habría que desa­
rrollar líneas de actuación centradas en evitar la sa­
lida de las mujeres del mercado de trabajo en deter­
minados momentos de su vida, lo que tendría un 
impacto directo sobre sus carreras profesionales, eli­
minando así gran parte de los sesgos de género que 
se observan en el mercado. Además, sería necesario 
impulsar políticas adicionales para terminar de rom­
per los «techos de cristal» que aún siguen condicio­
nando las vidas profesionales de las mujeres.

Por consiguiente, resumiendo las principales 
ideas, parece razonable la introducción de un contra­
to «temporal» único sin límite definido, que permita 
su extinción con reducidos costes bajo auténticos pa­
rámetros temporales. Este contrato iría ganando los 
derechos de los empleos indefinidos de manera pau­
latina, tanto en los costes de despido como en el resto 
de cuestiones pactadas en convenio. A medio plazo, 
este contrato consolidaría plenamente con el indefi­
nido, que debería tener unos costes de despido en el 
promedio de la eurozona. Este modelo podría habili­
tar un recargo en la cotización de la Seguridad Social 
en los contratos temporales que debería ir reducién­
dose en el tiempo, contribuyendo interinamente al 
desarrollo de un «fondo austríaco». Por su parte, la 
negociación colectiva debe circunscribirse al ámbito 
de empresa, allí donde las partes lo requieran, con un 
convenio nacional-sectorial de apoyo. Para ello de­
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ben habilitarse los mecanismos oportunos que facili­
ten la representación sindical y la delegación en las 
negociaciones, donde las partes deben ponerse de 
acuerdo con recurso último al arbitraje y/o a la justi­
cia. Por último, sería necesario complementar estas 
políticas globales de empleo con una mirada de géne­
ro que ayude a eliminar de una vez la dualidad que 
aún persiste en el mercado de trabajo y que supone 
un factor de inequidad pero también de eficiencia 
para el conjunto de la economía.


